
i 
 

El mérito como principal fuente de la provisión de empleo de carrera administrativa en 

Colombia.  

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

Angie Karina Díaz Hernández 

Código: 4401977 

 

 

 

Universidad Militar Nueva Granada 

Facultad de Ciencias Económicas 

Dirección de Posgrados 

Especialización en Finanzas y Administración Pública 

Bogotá D.C. 

2019. 



ii 
 

Tabla de Contenido 

 

Resumen ............................................................................................................................. iv 

Introducción ........................................................................................................................ 1 

Pregunta Problema: ............................................................................................................. 2 

Objetivo General: ................................................................................................................ 2 

Objetivos Específicos ...................................................................................................... 2 

Marco teórico ...................................................................................................................... 3 

Conclusiones ..................................................................................................................... 19 

Bibliografía ....................................................................................................................... 21 

 

 

 

 

 

  



iii 
 

Lista de tablas 

 

Tabla 1 Regímenes de Carrera Administrativa Colombiana............................................... 5 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



iv 
 

Resumen 

El objetivo principal de la Comisión Nacional de Servicio civil- CNSC, es la 

administración del sistema de carrera administrativa en Colombia. Para cumplir sus objetivos 

misionales, se respaldan en las instituciones de educación debidamente acreditadas. Sin embargo, 

en las convocatorias desarrolladas, se observa que el nivel de desconfianza por parte de la 

sociedad civil a estos procesos es alto; debido al ruido que generan temas como: la corrupción, el 

clientelismo y la manera en que se realizan los actos de estructuración organizacional a través de 

la redacción de los Manuales de Funciones y Competencias Laborales- MFCL de las entidades 

territoriales y nacionales. En este sentido, se pretende por medio de este ensayo critico 

determinar si el principio de meritocracia ha contribuido en la provisión de empleos de carrera 

administrativa en Colombia.  

Bajo este contexto, la pregunta de la investigación se responde a través de un análisis 

normativo del sistema técnico de carrera administrativa y una comparación entre dos ejemplos de 

convocatoria públicas, evidenciando que si bien es cierto se ha tenido variaciones en cuanto a la 

forma de administración del personal; este no es el principal problema de la provisión del 

empleo; pues existen factores que van más allá de la normativa tal como la competencia que 

tiene el Departamento Administrativo de la Función pública en cuanto al control orgánico de las 

entidades que realizan sus MFCL y de la CNSC quien es la que debe realizar las convocatorias 

públicas asumiendo las dificultades que traen dichos actos administrativos.  

Teniendo en cuenta esto, se recomienda que el DAFP asuma un rol más que de control y 

vigilancia de las entidades territoriales en la actualización orgánica que estas realicen para 

administración de personal, de la misma manera; que la organización civil asuma un rol más 
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activo dentro de la provisión de empleos por medio de control social a través de herramientas 

constitucionales como las veedurías ciudadanas.   

Palabras clave: Mérito, Carrera Administrativa, Función Pública, Comisión Nacional del 

Servicio Civil, Empleo, Corrupción, clientelismo, control, vigilancia, autonomía, normativa, 

veedurías ciudadanas.  

Abstract: 

The main objective of the National Civil Service Commission - CNSC, is the 

administration of the administrative career system in Colombia. To fulfill their mission 

objectives, they are supported by duly accredited educational institutions. However, in the calls 

developed, it is observed that the level of distrust by civil society to these processes is high; due 

to the noise generated by issues such as: corruption, clientelism and the way in which the acts of 

organizational structuring are carried out through the drafting of the Manuals of Labor Functions 

and Competencies - MFCL of the territorial and national entities. In this sense, it is intended 

through this critical essay to determine whether the meritocracy principle has contributed to the 

provision of administrative career jobs in Colombia. 

Under this context, the research question is answered through a normative analysis of the 

technical system of administrative career and a comparison between two examples of public 

calls, showing that although it is true there have been variations in the form of administration of 

the staff; This is not the main problem of employment provision; as there are factors that go 

beyond the regulations such as the competence of the Administrative Department of the Public 

Function regarding the organic control of the entities that carry out their MFCL and the CNSC 

who is the one who must make the public calls assuming the difficulties that these administrative 

acts bring. 
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Taking this into account, it is recommended that the DAFP assume a role rather than 

control and surveillance of territorial entities in the organic update that they perform for 

personnel administration, in the same way; that the civil organization assumes a more active role 

in the provision of jobs through social control through constitutional tools such as citizen 

oversight. 

Keywords: Merit, Administrative Career, Public Function, National Civil Service 

Commission, Employment, Corruption, clientelism, control, surveillance, autonomy, regulations, 

citizen oversight. 
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Introducción 

A través de los años, el sistema de mérito colombiano ha tenido variaciones en cuanto a 

la forma de regulación normativa, y jurisprudencial que propende por salvaguardar los principios 

de carrera administrativa, entre ellos: Mérito en la selección, Igualdad en la manera de ser 

evaluado y Oportunidad en todos los procesos de selección. 

Por ello, en el presente ensayo critico se propende en primer lugar por revisar y analizar 

la normativa por la que ha atravesado el sistema de carrera administrativa en Colombia, a fin de 

corroborar si la implementación del principio de meritocracia ha tenido incidencia directa en la 

elección de cada uno de los servidores públicos. En segundo lugar, describir de manera objetiva 

la evolución de los procesos de selección, haciendo una comparación de la primera convocatoria 

denominada Convocatoria General 001 de 2005 con la Convocatoria Territorial Norte de 2018; a 

fin de verificar la evolución en la ejecución de las mismas. En tercer lugar, analizar el papel de 

las veedurías ciudadanas, y su rol de control social dentro de las convocatorias desarrolladas por 

la Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC y ejecutada por las instituciones de educación 

efectivamente acreditadas.  

Finalmente, este ensayo pretende realizar una serie de conclusiones y recomendaciones 

que podrían ayudar en la mejora de los procesos de provisión de empleo de carrera 

administrativa en Colombia, los cuales incluyan en su gran mayoría, sinergia organizacional y un 

mayor nivel de control político, social y orgánico.  
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Pregunta Problema: 

¿Cómo el principio de meritocracia ha contribuido en la provisión de empleos de carrera 

administrativa en Colombia, para la vigencia 2005-2018? 

Objetivo General: 

Analizar cómo el principio de meritocracia ha contribuido en la provisión de empleo de 

carrera administrativa en Colombia para la vigencia 2005-2018.  

Objetivos Específicos 

1. Identificar la normatividad del principio de meritocracia en Colombia  

2. Analizar la metodología histórica de los procesos de carrera administrativa a fin de 

corroborar su éxito y duración. 

3. Determinar cómo el rol del control social y la ley de transparencia, ha influido dentro de 

la administración del talento humano.  
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Marco teórico 

La carrera administrativa en Colombia es un tema de vieja data, dado que lleva 

aproximadamente 80 años intentado proveer empleo de una manera transparente, pública y en lo 

posible, meritocráticamente.  La primera aproximación y discusión se dio en el año 1938, ya que 

estaba en auge la Misión Currie (Malagón Pinzón y Pardo Motta, 2014) y fue sólo hasta ese 

momento que se hizo evidente la precaria situación que se vivía en la época, pues era poco el 

esfuerzo de los gobiernos para una política pública seria en cuanto a la provisión de empleo, toda 

vez que, de casi 10.000 empleados con los que la administración ejecutaba servicio público, tan 

sólo el 0.90% de ellos habían ingresado por medio de concurso público. (Ramírez Mora, 2011) 

Con la llegada al palacio del Liévano del presidente Alberto Lleras Camargo, se reanudo 

la discusión sobre quiénes eran los más aptos para poder ejercer función pública, en el entendido 

que era un honor ejecutarla; por ello mediante la Ley 19 de 1958, la cual fundó el Departamento 

Administrativo del Servicio Civil y la Escuela Superior de Administración Pública – ESAP; la 

primera entidad para administrar la carrera administrativa y la segunda, para la generación del 

conocimiento por medio de la formación y especialización de profesionales a cargo de la 

administración. 

Asimismo, mediante el Decreto 3057 de 1968, se realiza la primera reestructuración del 

Departamento Administrativo del Servicio Civil, y se crea el Fondo Nacional de Bienestar 

Social, el cual fue posteriormente liquidado mediante el Decreto 2170 de 1992. 

En este mismo año, 1992; se expide el Decreto 2169 el cual modifica el papel que había 

tenido el Departamento hasta el momento, el cuál consistía básicamente en la ejecución de 

programas de carrera administrativa y bienestar social y se le asigna la formulación de política y 

asesoría en materia de organización, administración y gestión del talento humano que se 



4 
 

encuentre al servicio del Estado, dándole vida a lo que hoy se conoce como Departamento 

Administrativo de la Función Pública- DAFP. (Decreto Ley 2169,1992) 

Para el año 1999, mediante el Decreto 1444 se le realiza la primera reestructuración al 

DAFP, teniendo en cuenta todas las disposiciones legales de la Ley 489 de 1998, con especial 

cuidado a las que tienen que ver con el control interno, la racionalización de los trámites, el 

desarrollo administrativo, los sistemas de información, el banco de éxitos y las recomendaciones 

con los criterios para el otorgamiento del Premio Nacional de Alta Gerencia. 

Ahora bien, desde la Ley 27 de 1992 definen la carrera administrativa como: 

“sistema técnico de administración de personal, que tiene por objeto garantizar la 

eficiencia de la administración pública y ofrecer a todos los colombianos igualdad de 

oportunidades para el acceso al servicio público, la capacitación, la estabilidad en sus 

empleos y la posibilidad de ascender en la carrera (…)”. (Ley 27, 1992) 

Esto quiere decir que, el personal que se encuentra prestando sus servicios a la 

administración pública, fue seleccionado dentro de un proceso legítimo, meritocrático y en 

igualdad de condiciones, por lo tanto, al ser un sistema técnico se dedica a la profesionalización 

de sus servidores, mediante la selección consiente y la capacitación constante. 

De otra manera, a pesar de la conceptualización que se da sobre carrera administrativa, 

ésta se encuentra bastante alejada de la realidad, ya que intenta unificar todos los regímenes de 

sistema de carrera en uno solo; cuando desde la misma normativa los diferencia y clasifica de 

conformidad con su naturaleza en sistema de régimen general, especial y especifico. 

 

 

 

Tabla 1 Regímenes de Carrera Administrativa Colombiana 
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Tabla 1.  

Regímenes de Carrera Administrativa Colombiana 

Sistema Definición Normativa Ejemplo 

General Es aplicable a las entidades 

que pertenecen a la Rama 

Ejecutiva de los niveles 

nacional y territorial, 

centralizados y 

descentralizados  

Ley 909 de 

2004, artículo 3° 

Secretarias 

Alcaldías 

 

 

Especial (Origen 

Constitucional) 

Son sistemas técnicos de 

administración de personal 

creados por la Constitución 

Política para aquellas 

entidades que no pertenecen 

a la Rama Ejecutiva o 

creadas por la Ley. No 

están vigiladas, ni 

administradas por la 

CNSC (Escuela Superior de 

Administración Pública- 

ESAP, 2005) 

Sentencia C-285 

de 2015. 

 

Rama Judicial 

Procuraduría General de la 

Nación 

Contraloría General de la 

República  

Fiscalía General de la Nación 

Entes Universitarios Autónomos 

Personal regido por la Carrera 

Diplomática y Consular 

Docentes 

Congreso de la República. 

Especifico 

(Origen Legal) 

Son aquellos que de acuerdo 

a su singularidad y 

especialidad de las 

funciones que cumplen las 

entidades en las cuales se 

aplican, tienen regulaciones 

especificas para el 

desarrollo y aplicación de la 

carrera administrativa en 

materia de ingreso, 

capacitación, permanencia, 

ascenso y retiro del personal 

y se encuentran consagradas 

en leyes diferentes a las que 

regulan la función pública.  

Ley 909 de 

2004, Art. 4° 

numeral 1. 

 

El del extinto Departamento 

Administrativo de Seguridad- 

DAS 

Instituto Nacional Penitenciario 

y Carcelario- INPEC 

Unidad Administrativa Especial 

de Impuestos y Aduanas 

Nacionales- DIAN 

Sistema Nacional de Ciencia y 

Tecnología 

Superintendencias 

Departamento Administrativo de 

la Presidencia de la República 

Unidad Administrativa Especial 

de la Aeronáutica Civil 

Cuerpos Oficiales de Bomberos 

Unidad Administrativa Especial 

de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de 

la Protección Social – UGPP 

Fuente: Elaboración propia con base en información del Observatorio CNSC, 2019. 

Como se evidencia, desde la normativa vigente la conceptualización en materia de carrera 

administrativa se encuentra bastante alejada de la realidad, toda vez que intenta incluir dentro de 
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una sola definición todos los tipos de carrera dejando de lado que, de acuerdo a la naturaleza de 

la entidad, la especialidad de las funciones, y la forma en que se crea (bien sea constitucional, 

legal, o normativa) se aplica el régimen. 

Esto solo deja en evidencia que, muy a pesar de los esfuerzos normativos que se tiene a la 

hora de administrar el talento humano en el territorio colombiano, es precaria la aplicación de la 

norma; pues si se creó una sola normativa en cuanto a la provisión de empleos que son la regla 

general; deja de lado la mitad de las otras instituciones, en donde la Comisión Nacional del 

Servicio Civil- CNSC como principal actor no tiene injerencia directa; y solo actúa como un 

veedor pasivo lo que provoca una desnaturalización propia de los sistemas de carrera. 

De la misma forma, cuando la norma les brinda autonomía administrativa y 

organizacional a los sistemas clasificados como especiales o específicos para que puedan realizar 

todo el proceso de selección, mediante convocatorias realizadas por ellos se vulnera el principio 

de la meritocracia, pues no existe un ente regulador de estos procedimientos lo que facilita la 

permeabilidad de la corrupción para estos puestos. Por ejemplo, es importante recordar el cómo 

llego el presentador Carlos Calero en octubre de 2016 a ser cónsul en San Francisco por medio 

del decreto 1617 de octubre de 2016. La justificación, bastante absurda, que dio el Ministerio de 

Relaciones Exteriores fue: “La experiencia nos ha demostrado que, en los cargos consulares, que 

requieren funcionarios con don de gentes, que se entreguen a las personas a través de un 

acercamiento permanente, los comunicadores cumplen una excelente labor (…)” (Al día. co, 

2016) 

En otras palabras, según el Ministerio de Relaciones Exteriores, cualquier funcionario 

que demuestre tener “don de gentes”, puede llegar a ser representante colombiano en otros 

territorios, dejando de lado que la Cancillería lo define como un régimen especial de cargos de 
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carrera del Estado, y sirve para promover funcionarios que sirvan al interior del país, en las 

embajadas y consulados (El Heraldo, 2016). Esto quiere decir que, para ser cónsul se necesita un 

poco más que tener acercamiento permanente con las personas, se requiere realizar una carrera 

diplomática y consular, requisito que no tenía el presentador Calero. 

Por ello, el abogado Mario Andrés Sandoval presentó una demanda de nulidad de 

elección hacía el presentador, donde quedó en evidencia que Carlos Calero no había hecho la 

carrera diplomática, por ello el Tribunal Administrativo de Cundinamarca falló la demanda de 

nulidad, y le dio la razón al abogado, lo que obligó a Calero a apartarse del cargo. El fallo 

agrega, que los funcionarios diplomáticos o de carrera consular tienen prioridad para asumir 

estos cargos ya que cuentan con méritos para hacerlo. (El Espectador, 2017) 

De acuerdo al informe de la Contraloría, quedó en evidencia que este mal clientelista al 

servicio de la diplomacia colombiana no era nuevo, pues dentro de su informe Diplomacia 

Colombiana, demostraba que, de 258 funcionarios de carrera diplomática, el 43% ocupaban 

cargos por debajo de su categoría, y el otro 56% llegaban como cuotas políticas o favores 

políticos lo que expone que no importa quién se encuentre gobernando, esta práctica se había 

naturalizado. (El Espectador, 2017)  

Ahora bien, se logró evidenciar que los sistemas de carrera especiales y específicos tienen 

niveles de corrupción superiores debido a la poca vigilancia y control que tiene; pero los 

sistemas generales de carrera no son perfectos aun cuando si posean un órgano que puedan 

controlarlos y vigilarlos. 

Es bien sabido que, la CNSC, es un órgano autónomo e independiente que hace parte de 

la administración del Estado y tiene la función principalmente de vigilar y administrar las 

carreras de los servidores públicos.  
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Esta entidad, es establecida por la carta política del 91, las disposiciones legales de la Ley 

909 de 2004, y las demás normas concordantes que regulan el empleo público y la carrera 

administrativa. Dentro de su rol de administrador de carrera, ejerce diversas funciones, en este 

caso, y lo más importante dentro de la discusión suscitada en este documento, es la selección y 

nombramiento de los candidatos para proveer los empleos de carrera administrativa.   

Por ello, la CNSC tiene la obligación de regir sus convocatorias bajo el principio de 

meritocracia, libre concurrencia e igualdad para el ingreso. En este sentido, el principio del 

mérito se va a entender como un medio que garantiza la igualdad de trato y oportunidades para 

todos los ciudadanos interesados y que se consideran con aptitudes suficientes para ocupar 

cargos públicos (Vergara Mesa, 2011). 

Como ya se había mencionado, el sistema de régimen general de carrera administrativa si 

es competencia directa de la CNSC en cuanto a su diseño, implementación y en algunas 

ocasiones ejecución; ya que, si bien es cierto, ellos la mayoría de las veces no ejecutan 

directamente las etapas; si tienen la obligación de velar porque los operadores logísticos, 

universidades acreditadas1, cumplan con los principios de mérito, igualdad y oportunidad.  

Para el año 2019, las universidades que se encuentran acreditadas y facultadas como 

entidad idónea para adelantar los concursos o procesos de selección de ingreso y ascenso a los 

empleos públicos de carrera administrativa son:  

i. La Fundación Universitaria del Área Andina, ii. La Universidad Distrital 

Francisco José de Caldas, iii. La Universidad Manuela Beltrán, iv. La Universidad 

                                                           
1 Acreditación entendida como una condición o reconocimiento de la idoneidad técnica, administrativa y 

tecnológica para el desarrollo de los procesos de selección por mérito, que otorga la Comisión Nacional del Servicio 

Civil, a las universidades o instituciones de educación superior, previa solicitud de estas y la evaluación de los 

criterios viables y evidencias establecidas para el efecto, por parte de la CNSC. (Comisión Nacional del Servicio 

Civil, 2016) 
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Francisco de Paula Santander, v. La Universidad Libre, vi. La Universidad Militar Nueva 

Granada, vii. La Universidad CES, viii. La Universidad Sergio Arboleda, ix. La 

Universidad de Cartagena, xi. La Universidad de San Buenaventura, xii. La Universidad 

del Valle, xiii. La Escuela Superior de Administración Pública, xiv. La Universidad 

Nacional de Colombia, xv. La Universidad de Medellín y xvi. La Universidad de 

Pamplona. (Comisión Nacional del Servicio Civil, 2019) 

En efecto, los procesos realizados por la CNSC y operados por los entes universitarios 

acreditados si han realizado una evidente mejoría en cuanto a la provisión de empleo de carrera 

administrativa; por ejemplo, el primer concurso de méritos que realizó la CNSC fue en el 2005, 

denominado “Sistema General- 001 de 2005”, el cual generó bastante controversia ya que la lista 

de elegibles después de ser derrocada varias veces, tan solo hasta el año 2013, es decir 8 años 

después que se logró aplicar y posesionarse cada uno de los aspirantes que habían ganado el 

derecho a ser nombrado. 

Todo esto se debió a que, los concursos de méritos implican tiempo, estudio la cual 

incluya, por supuesto, sinergia institucional de parte de la CNSC con las entidades que pretenden 

proveer el empleo. Esto con el fin de que las vacantes que oferten las entidades, se encuentren 

verificadas y publicadas a fin de reflejar fielmente la necesidad de estas instituciones.   

Ahora bien, la CNSC cuenta con un sistema informático denominado SIMO (Sistema de 

Igualdad, Mérito y Oportunidad), el cual es alimentado por diferentes actores interesado en que 

se desarrollen las convocatorias públicas. Por un lado, se encuentran las entidades del orden 

territorial y nacional; en donde reflejan las necesidades de sus vacantes por medio de la 

inscripción de una Oferta Pública de Empleo de Carrera- OPEC; allí las entidades copian los 

manuales de funciones, únicamente de los empleos que se encuentren en vacancia. En segundo 
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lugar, se encuentra el perfil de la CNSC en donde tienen la función de revisar cada uno de los 

empleos ofertados, y los contrastan con los actos administrativos de las entidades a fin de 

corroborar la información suministrada.  En tercer lugar, está el perfil de los aspirantes, quienes 

revisan las ofertas publicadas, compra los derechos de participación y suben los documentos que 

quieren que sean evaluados a fin de poder aspirar al empleo. Finalmente, se encuentran el perfil 

de los entes universitarios acreditados por la CNSC, los cuales llegan a ser el agente operativo y 

tienen acceso a todos los documentos que publican tanto los aspirantes como la Comisión. 

Es importante señalar que, después de la compra de los pines como derecho a participar, 

la primera etapa que se realiza es la de Validación de Requisitos Mínimos la cual es un contraste 

documental que permite determinar por parte del operador logístico, o la CNSC, si el aspirante 

acredita las competencias de educación y/o experiencia solicitada para ejercer el empleo. Por lo 

tanto, la valoración de requisito mínimo consiste en un requisito habilitante, la cual permite que 

el aspirante continúe o no dentro de la convocatoria. 

Para esta primera convocatoria, la 001 de 2005; la validación documental la realizo la 

CNSC; sin embargo, no tuvo en cuenta que SIMO es una plataforma únicamente para registrar la 

información documental, pero no detecta errores sobre el producto final, es decir, si la 

información registrada dentro de la OPEC presenta inconsistencia frente a los actos 

administrativos denominados Manuales de Funciones y Competencias Laborales MFCL, así 

como tampoco logra identificar si la información corresponde con lo que realmente necesita la 

entidad. 

Es importante indicar que, este sistema es operado por seres humanos y los procesos son 

proclives a errar, por lo que al iniciar el cargue documental en la plataforma SIMO, se 

cometieron algunos impases, tales como ofertar empleos los cuales ya se encontraban en 
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vacancia definitiva, o que los empleos ofertados no correspondían al manual de funciones de la 

entidad, por lo que en un plan de contingencia se tuvo que tomar decisiones y con ello cambiarle 

las reglas de juego a cada uno de los aspirantes que se encontraban inscritos.  

Ante un sistema que no detecta errores, una CNSC inexperta, y la evidente falla en la 

validación documental, solo podía llevar a un descontento por parte de los aspirantes quienes ya 

habían pagado derechos de participación, generando desconfianza en el primer proceso de 

selección. 

La tarea de la CNSC hasta ahora iniciaba, pues con dos años en ejecución del proyecto, y 

más de 3 subsanaciones se llegó a una primera revisión documental, la cual arrojo una primera 

lista de aspirantes que cumplían con lo solicitado por el empleo, es decir una lista de admitidos la 

cual fue remitida a la entidad nominadora, para una segunda revisión. En ese momento, entidad 

nominadora mostro poca parcialidad a la hora de verificar las hojas de vida, pues empezaron a 

excluir admitidos de la lista, a punto que los empleos estaban quedando casi desiertos. Estas 

decisiones inequívocas, aumentaron el descontento de los aspirantes, a tal punto de llevar las 

inconformidades a los altos tribunales del estado.  

Finalmente, después de 3 años de tropiezos en juzgados y demandas pérdidas por parte de 

la CNSC, se logra publicar los primeros resultados, y se logra realizar la segunda etapa, la cual 

corresponde a la etapa de pruebas, en donde se pretende evaluar los conocimientos de los 

aspirantes de acuerdo al perfil al que se presentan. 

Después de estas pruebas, se realizó la última etapa, la cual se denomina análisis de 

antecedentes, es allí donde los documentos adicionales al requisito mínimo generan algún 

puntaje, y se puede clasificar a los aspirantes de acuerdo los puntajes obtenidos en las pruebas 

escritas y en la etapa de análisis de antecedente. 
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La CNSC ya estaba a punto de publicar su primera lista de elegibles,  sin embargo 

mediante Acto Legislativo 01 de 2008, se generó la mayor discusión sobre los derechos de los 

provisionales, pues se pretendía incluir de manera extraordinaria dentro del registro de carrera 

administrativa a todos los funcionarios que se encontraran vinculados en la administración, pero 

que cumplieran dos condiciones: por un lado que estuvieran en provisionalidad, y segundo que 

llevaran más de 5 años desempeñando el mismo empleo, en la misma entidad que se encontraba 

en concurso.  

La lluvia de tutelas no se hizo esperar, pues mediante este Acto se pretendía atribuirle 

derechos de carrera administrativa arbitrariamente a los funcionarios que estuvieran en 

provisionalidad, lo cual mediante la Sentencia C-588 de 2008, se logra solucionar, ya que la 

Corte Constitucional declara este Acto inexequible, pues establece que el concurso público es 

causal de retiro de los funcionarios que se encuentren en provisionalidad, y en ningún caso; se 

les puede atribuir derechos de carrera a quién no haya ingresado meritocráticamente.  

Después de todo, con lo único con lo que se quedó la CNSC fue con la enseñanza de que 

la profesionalización del empleo, siempre debe coincidir con la necesidad del servicio, pues no 

era lo mismo vincular a una persona que cumpliera con los requisitos solicitados por la OPEC, a 

contrastarlo con lo que indica el acto administrativo proferido por la entidad. De la misma 

manera, quedo en evidencia la intervención mediática que tuvo cada uno de los grupos políticos, 

gobiernos y gerentes, pues todas las decisiones fueron llevadas hasta las altas cortes, a tal punto 

de querer derrumbar el primer proceso meritocrático que realizaba la Comisión.  

En contraste, dentro de los últimos procesos que se han llevado a cabo se encuentra el 

denominado “Territorial Norte 2018”, el cual viene siendo operado por la Universidad Libre 

después de una Licitación Pública ganada por esta institución y que actualmente se encuentra en 
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la etapa de pruebas. Esta convocatoria ha generado indignación por parte de algunos de los 

inscritos, principalmente para los participantes que se inscribieron a la Alcaldía de Cartagena 

pues se evidenció que, para algunos empleos que habían proyectado el responsable de talento 

humano de dicha Alcaldía en la OPEC, no coincidía con los Manuales Especifico de Funciones y 

Competencias Laborales-MFCL, es decir estaban ofertando a través del SIMO empleos que no 

correspondía a la necesidad de la entidad. 

Lo grave de esto, fue que la entidad implicada no quería subsanar, pues alegaba que 

correspondía a la última actualización del MFCL, por lo que solicitó de manera informal a la 

CNSC aceptar esta modificación de último momento, a lo que la Comisión no accedió, pues iba 

en contra de los Acuerdos de Convocatoria presentados a los aspirantes. 

Después de esto, y revisado los hallazgos, la CNSC a través del gerente de la 

convocatoria tomo la decisión de solicitar a la Alcaldía mediante Acuerdo No. CNSCN 

20190000008986 del 19 de septiembre de 2019, la corrección de los errores de digitación, 

transcripción u omisión plasmados en la OPEC, y para proteger los derechos de los aspirantes 

inscritos, les dio la posibilidad de revisar la nueva OPEC registrada (que coincidiera con el 

MFCL) y en caso de no cumplir con los requisitos podrán solicitar el cambio de empleo, o en su 

defecto la devolución de los costos de los derechos de participación.  

Para nadie es un secreto que Cartagena, ha tenido 11 alcaldes en los últimos 6 años, y con 

cada nuevo alcalde, se evidencian reestructuraciones orgánicas de las entidades, las cuales 

parecen obedecer más al oportunismo político y clientelismo que a la necesidad del servicio o 

modernización de la administración pública. (Decreto 1227, 2005) 

Es evidente que, la CNSC como autoridad en temas de administración del talento 

humano, aún sigue siendo muy joven; pues si lograra evidenciar todas las falencias que tienen los 



14 
 

MFCL de las entidades, los procesos de selección serían mucho más agiles y rápidos. De la 

misma manera, se logra evidenciar que los MFCL tienen bastantes errores y en algunas 

oportunidades carecen de legalidad esto debido a que las instituciones tienen la facultad de 

administrarse orgánicamente, siempre y cuando guarden coherencia con el Decreto 785 de 2005, 

el cual establece el sistema de nomenclatura, clasificación, funciones y requisitos generales de 

los empleos de las entidades territoriales que se regulen por las disposiciones de la Ley 909 de 

2004. (Decreto 785, 2005) 

De la misma manera, es importante entender que, desde la misma normativa las entidades 

de todo el orden territorial, poseen autonomía financiera, económica y administrativa para 

realizar actos administrativos en pro del desarrollo organizacional, sin embargo, lo que omitió el 

legislador fue atribuir competencias a quién iba de manera directa a controlar y vigilar cada una 

de estas actuaciones, pues si bien la CNSC tiene la función de la administración del talento 

humano en la convocatorias, no puede más que dar recomendaciones a las entidades del orden 

territorial para que ajusten sus manuales de funciones a la realidad normativa. 

Lo que genera este vació normativo, es que desde la Ley 909 de 2004 las entidades se 

regulen en temas organizacionales, y de reestructuración administrativa dejando de lado la 

motivación justifica, o los estudios técnicos; pues de fondo ninguna entidad pública realiza 

seguimiento a dichas actuaciones, lo que facilita que la corrupción permee este sistema de 

carrera general.  

Como se logra evidenciar, en Colombia la normativa en cuanto a la administración del 

talento humano para el sector público, ha sido bastante extensa y con variaciones en el tiempo, 

empero, a pesar de los esfuerzos jurisprudenciales y legales que se tienen; las variaciones son 

muy pocas, ya que los procesos de selección del personal a través de los concursos de mérito, 
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indistintamente del régimen al que pertenezcan se ven permeadas por la corrupción. Según lo 

publicado en la Revista Dinero, el 60% de estas elecciones llegan por medio de favores políticos, 

corrupción o cuotas políticas que deja cada una de las elecciones. (Revista Dinero, 2016)  

Es evidente que, después de todos los esfuerzos en materia normativa que la 

administración realiza, los problemas que atañen a la carrera administrativa no han disminuido, 

ya que se cuestiona la relación que tiene cada una de las elecciones con las innovaciones 

administrativas que generan estructuraciones orgánicas de la entidad, dicho en otras palabras, 

cada que llega una administración a un gobierno se realiza cambios dentro de las plantas de 

personal de la entidad generando desconfianza en los procesos de selección realizados y por 

realizar.  

De igual forma, el pertenecer al servicio de lo público dejo hace mucho tiempo de ser un 

honor, pues ahora obedece a intereses particulares que la misma carrera ofrece tales como 

estabilidad económica, ingresos onerosos, primas por todo, y todos los beneficios que cualquier 

servidor público recibe; dejando de lado el desarrollo de la entidad como institución y su 

injerencia en la vida de los colombianos, lo que causa una desmoralización de la ética de lo 

público y con ello un aumento de los niveles de clientelismo y corrupción.  

Finalmente, es evidente que dentro del desarrollo de la carrera administrativa existen 

varias falencias, como la falta de legitimidad que tienen los procesos de selección del personal 

mediante los concursos de méritos liderados por la CNSC, la poca vigilancia que tienen los entes 

territoriales y nacionales a la hora de expedir sus MFCL, y por supuesto, los sistemas de carrera 

especiales y específicos que se regulan por sí mismos.  

Evidentemente, todos estos sucesos dejan al descubierto la falta de competencia que tiene 

el DAFP en materia de vigilancia y control, pues a pesar que tienen funciones que se encuentran 
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estrechamente ligadas al acompañamiento en los procesos de capacitación, selección del talento 

humano, el desarrollo y administración del sistema de gestión del empleo público-SIGEP, ésta 

no puede controlar el actuar de las administraciones locales y nacionales en cuanto a la 

elaboración de MFCL. 

De la misma manera, y de conformidad con el Acuerdo 001 de 2004, dentro de su 

capítulo II, artículo 6to; las funciones de la CNSC están ancladas únicamente a dar lineamientos 

técnicos a las entidades para la ejecución de las convocatorias públicas, acreditar las instituciones 

de educación superior y el establecimiento de los instrumentos para la selección y provisión de 

empleos de carrera administrativa de todas las entidades a las que se les aplica la Ley 909 de 

2004; sin tener competencia alguna sobre la estructuración orgánica de las entidades.  

En consecuencia, con un DAFP que carece de facultades legales para limitar el actuar de 

las entidades públicas en la elaboración de sus MFCL, una CNSC que esta obligada a realizar 

procesos de selección de personal de carrera administrativa a través de Convocatorias Públicas y 

que en la gran mayoría de casos deben asumir los problemas de legalidad por cuanto sus MFCL 

no se encuentran ajustadas a la necesidad real del servicio y, con entidades territoriales y 

nacionales inexpertas que tercerizan el proceso de renovación orgánico de la entidad solo 

conlleva a dificultades en la selección del personal, dejando de manifiesto que las 

complicaciones van mucho más allá del principio de mérito como rector en las convocatorias 

públicas y son problemas estructurales y legales de las instituciones públicas del país.  

Ahora bien, si el Estado no tiene bien definida el quién estará controlando dichos 

procesos de estructuración organizacional, ¿quién tiene la función? Efectivamente, por medio de 

nuestra carta política de 1991 en sus artículos 103 y 207; se crean mecanismos de participación 

ciudadana y control social a la gestión pública. De la misma manera, por medio de la Ley 134 de 



17 
 

1994, se reglamentó la manera en que podría la sociedad a través de las organizaciones civiles, 

construir veedurías ciudadanas o juntas de vigilancia en todo el territorio colombiano, con el fin 

de que se vigile la gestión pública, los resultados de la misma y la prestación de los servicios 

públicos. (Ley 134, 1994) 

Asimismo, por medio de la Ley 850 de 2003; se regula la participación ciudadana o 

veedurías ciudadanas y se clasifica como “un derecho- deber, facultad y responsabilidad de 

hacerse presente con la dinámica social que involucra intereses colectivos en el proceso de 

Contratación” (Gobierno de Colombia, 2019), es decir, por medio de esta normativa se incluye 

formalmente a todos los ciudadanos mediante invitación pública a ser parte del proceso; en aras 

de la construcción de gestión al servicio de lo público.  

De igual manera, entendiendo que el DAFP es la entidad estratégica, técnica y trasversal 

del Gobierno que tiene como misión la contribución en el mejoramiento continúo de la gestión 

de los servidores públicos, en conjunto con la Red de Apoyo a las Veedurías ciudadanas la cual 

pertenece a la Contraloría General de la República realizan constantes talleres y capacitaciones a 

lo largo del país, en donde enseñan de manera teórica temas tales como los requisitos para 

formar veedurías ciudadanas, e información sobre cómo pueden acceder a la información publica 

por medio de mecanismos jurídicos. (Departamento Administrativo de la Función Pública, 2015) 

Por ello, es posible afirmar que, el control social es un mecanismo de participación 

ciudadana porque permite a la sociedad civil influir en las condiciones de planeación, ejecución 

y desarrollo de la gestión pública. Es menester indicar que, el control social no solo debe ser 

frente a la prevención de la corrupción, sino que propenda por el cumplimiento expreso de la 

normatividad vigente que pueda responder a la modernización estatal. 
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En este orden de ideas, se puede afirmar que, para las convocatorias de provisión de 

empleos el nivel de participación de la ciudadanía es casi precario, salvo por la Unión de 

Defensores del Mérito y la Carrera en el Estado- Udemeritos, la cual hasta el pasado 29 de 

noviembre se logra constituir legalmente, empero lo realiza como una organización sindical; la 

cual desnaturaliza por completo la visión de veedor de los procesos administrativos. (Grupo de 

Archivo Sindical , 2019) 

De la misma manera, se evidencia que, en cuanto a control social en materia de 

organización del Estado o reestructuración de la planta de personal es nulo; pues al día de hoy no 

existe ninguna acción previa a un proceso de selección que advierta sobre los errores que pueda 

cometer la administración en la redacción o modificación de sus actos administrativos; con 

especial detalle los que tienen que ver con los MFCL.  

Por lo tanto, se podría concluir que, en cuanto a reestructuración organizacional la 

sociedad civil en general, no le interesa o no sabe cómo realizar control previó, pues hasta que 

las instituciones de educación acreditadas desarrollan, y exponen el error de la entidad; ninguna 

persona la evidencia. 

En este sentido, el principio del mérito en la selección del personal queda supeditado a 

transformaciones y regulaciones de las entidades que quieran a través de la CNSC adelantar un 

proceso de convocatoria pública; pues hasta que no se logren diseñar e implementar mecanismos 

de control en las estructuraciones organizas de las entidades no se podrá garantizar en un 100% 

los principios que rige la carrera administrativa.  
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Conclusiones 

Después del recorrido normativo e histórico que este ensayo propuso; quedo al 

descubierto varias falencias que tienen los procesos de selección de personal en las entidades 

públicas colombianas a través de las convocatorias que realiza la CNSC, las cuales van más allá 

del principio de mérito. 

Por lo tanto, el principio del mérito como factor principal en la selección del personal no 

ha logrado mejorar la provisión de empleos de carrera administrativa pues existen factores que 

van más allá de la competencia del DAFP y la CNSC tal como la independencia organizacional 

que tienen las entidades territoriales y nacionales. De igual forma, la poca vigilancia y control 

que tienen estos entes autónomos en la redacción, corrección, e interpretación de la norma a la 

hora de expedir actos administrativos para la creación, modificación o actualización de MFCL. 

Así mismo, al existir un vació normativo en cuanto al control que deberían tener dichos 

actos administrativos; las veedurías ciudadanas se quedan cortas como mecanismo de control de 

gestión pública, pues en la gran mayoría de casos se desconoce no solo la creación de estas 

organizaciones sino la manera en que podrían llegar a controlar el actuar de la administración. 

Finalmente, el control debería llegar a realizarlo una autoridad competente e idónea la 

cual pueda no solo advertir sobre los errores, sino que aprobar la reestructuración de las 

entidades públicas ya que como se logro evidenciar en el caso de la Territorial Norte; las 

modificaciones de los MFCL no obedecían a modernización de la administración pública. 

Por lo tanto; se realizan una serie de recomendaciones: 

1. Fortalecer el DAFP, y ampliarle las funciones a veedor de las reestructuraciones 

orgánicas de las entidades. Que si bien se sabe es autonomía de las entidades, si exista 

un ente que pueda no solo asesorar sino controlar su actuar. 
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2. Diseñar estrategias que permitan apoyar a las instituciones públicas, principalmente 

del orden territorial, en el fortalecimiento del diseño de los MFCL. 

3. Diseñar e implementar una plataforma web ÚNICA de registro de los MFCL de las 

entidades, las cuales puedan ser monitoreadas, por todos los actores interesados. 

4. Aumentar las estrategias de difusión como foros o espacios de discusión con la 

ciudadanía, de manera que la ciudadanía pueda conocer con mayor detalle los 

procesos de selección de cada uno de los concursos. 

5. Construir las memorias de cada uno de los concursos, de manera que se pueda 

documentar la evolución de la meritocracia a lo largo del tiempo, y se cuente con un 

punto de referencia para procesos de selección futuros, pues el capital intelectual es 

un recurso valioso que no debemos perder de vista.  
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